
   

 

 

 

 

 

 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE IBAGUÉ – DISTRITO JUDICIAL 

DEL TOLIMA 

Ibagué, Once (11) de marzo de dos mil veinticuatro (2024) 

 

Clase de Proceso: Nulidad y Restablecimiento del Derecho      

 

Demandante: LUÍS FERNANDO PACHECO HERNÁNDEZ  

 

Demandados: NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA- EJÉRCITO 

NACIONAL. 

           

Radicación:                                No. 73001-33-33-007-2019-00280-00 

 

Asunto:   Pensión de Invalidez 

 

 

Como toda la actuación de la referencia se ha surtido conforme a las reglas adjetivas que le son propias, 

sin que se observe causal alguna que invalide lo actuado, es procedente proferir decisión de mérito, para 

lo cual, la Juez Séptima Administrativa de Oralidad del Circuito de Ibagué / Distrito Judicial del 

Tolima, en ejercicio legal de la Función Pública de Administrar Justicia que le es propia, y con 

observancia plena al derecho aplicable, dicta la presente 

 

SENTENCIA 

 
I. COMPETENCIA 

 

Este Juzgado es competente para conocer y fallar el presente medio de control, por su naturaleza, por 

tratarse de una controversia laboral de un ex empleado público, y por el órgano que profirió el acto 

administrativo que se demanda, de acuerdo todo ello con lo previsto en los artículos 104, 138, 155 

numeral 2º y 156 numeral 3º de la Ley 1437 de 2011. 

 
 

II. ANTECEDENTES 
 

DE LA DEMANDA:  
 
A través de apoderado judicial, el señor LUÍS FERNANDO PACHECO HERNÁNDEZ promovió demanda 
de nulidad y restablecimiento del derecho en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – 
EJÉRCITO NACIONAL, con el fin de obtener el reconocimiento de las siguientes: 
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2.1. PRETENSIONES1: 

  

2.1.1. Que se declare la nulidad del acto administrativo contenido en la Resolución No. 2390 del 23 de 

junio de 2017, mediante la cual, la Entidad demandada negó al demandante el reconocimiento y 

pago de la pensión de la invalidez.  

 

2.1.2. Que como consecuencia de la anterior declaración de nulidad y a título de restablecimiento del 

derecho, se condene a la Entidad demandada a pagar al demandante pensión por sanidad o 

invalidez en cuantía del 50% mensual de lo equivalente a un Salario Mínimo Legal Mensual 

Vigente más el 40%, a partir del retiro de la institución.  

 

2.1.3. Que se ordene a la Entidad demandada pagar la actualización correspondiente en los términos 

del artículo 187 del C.P.A. y de lo C.A., aplicando los ajustes del IPC. 

 

2.1.4. Que se ordene a la Entidad demandada dar cumplimiento a la sentencia en los términos 

consagrados en el artículo 195 numeral 4 del C.P.A. y de lo C.A.,y demás normas concordantes.  

 
2.2. HECHOS: 

 

Fundamenta la parte demandante sus pretensiones en los siguientes supuestos fácticos relevantes2: 
 

2.2.1. Que el demandante prestó sus servicios al Ejercito Nacional, encontrándose actualmente en 

condiciones de discapacidad médico laboral, y con una disminución de la capacidad laboral del 

50.94%. 

 

2.2.2. Que las lesiones que dieron origen a la discapacidad médica padecida por el demandante, esto 

es, alteración de la función de sus dos rodillas, hipoacusia neurosensorial oído izquierdo y estado 

depresivo, son sustancialmente graves y tuvieron su origen durante su permanencia con la 

Entidad demandada.  

 

2.2.3. Que la Entidad demandada negó al demandante el reconocimiento y pago de la pensión de 

invalidez a través del acto administrativo cuya nulidad se pretende.  

 

III. TRÁMITE PROCESAL 

 

Presentado el proceso ante la Oficina Judicial el día 17 de julio de 20193, correspondió por reparto a este 

Despacho, quien mediante proveído de fecha 14 de agosto de 20204, una vez subsanadas las falencias 

advertidas en el auto inadmisorio, procedió a la admisión de la demanda.  

 

Notificadas las partes y el Ministerio Público, dentro del término de traslado de la demanda, la Entidad 

demandada contestó la demanda y allegó las pruebas que pretendía hacer valer5.  

 

3.1. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

3.1.1. NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA- EJÉRCITO NACIONAL6. 

                                                           
1 Folio 43 y 193 del archivo 2_ED_001CUADERNOPRINCIPAL del índice 97 del Sistema de Gestión Judicial SAMAI.  
2 Folio ibídem. 
3 Folio 2 del archivo 2_ED_001CUADERNOPRINCIPAL del índice 97 del Sistema de Gestión Judicial SAMAI.  
4 Índice ibidem. 
5 Índice ibidem.  
6 Archivo denominado 15_ED_014OTORGAMIENTOPODER del índice ibidem.  
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La apoderada de la Entidad señala que se opone a las pretensiones de la parte demandante por carecer 

de sustento fáctico y jurídico. 

 

Señala que se opone al informe técnico allegado por la parte actora, por cuanto no es practicado por las 

autoridades de sanidad militar, máxime cuando el demandante al solicitar su retiro de la institución 

manifestó haber perdido el espíritu militar y las ganas de continuar trabajando en la institución y su deseo 

de trabajar en la civil, por tener mejor oportunidad para estar cerca de sus seres queridos.  

 

Agrega, que el demandante al pedir su retiro del servicio por solicitud propia, en ningún momento hizo 

alusión a situaciones de sanidad, ni realizó gestión alguna frente a las autoridades de sanidad. 

Igualmente pone de presente, que no existe material probatorio que acredite que sus afecciones y/o 

lesiones tengan origen en el servicio militar, máxime cuando han transcurrido 10 años desde que se 

produjo su retiro por voluntad propia. 

 

Formuló como excepciones las que denominó legalidad de los actos administrativos. 

 

Posteriormente, con auto de fecha 12 de abril de 20217, se declaró probado el incumplimiento del requisito 

de procedibilidad de la conciliación prejudicial en el presente asunto propuesto por la Entidad demandada. 

 

En contra de la anterior decisión el apoderado del extremo demandante interpuso recurso de apelación, el 

cual fue desatado por el H. Tribunal Administrativo del Tolima mediante proveído de fecha 24 de junio de 

2021 con ponencia del Dr. Luís Eduardo Collazos Olaya, en donde se revocó parcialmente el auto proferido 

y ordenó continuar con el trámite de las pretensiones relacionadas con el reconocimiento y pago de la 

pensión de invalidez8.  

 

3.2. AUDIENCIAS 

 

3.2.1. INICIAL 

 

Se llevó a cabo el día 19 de abril de 2022, agotándose en ella la totalidad de sus instancias en legal forma.  

 

De la prueba documental decretada e incorporada al expediente se corrió traslado a las partes mediante los 

proveídos de fecha 29 de julio de 2022 y 19 de enero de 20239, y no existiendo otras pruebas pendientes 

por practicar, se declaró la preclusión del periodo probatorio y se concedió a las partes del término de diez 

(10) días para presentar sus alegatos de conclusión.  

 

 

3.3. ALEGATOS DE LAS PARTES 

 

3.3.1. Parte Demandante10: 

 

Reiteró los argumentos expuestos en el libelo introductorio, señalando que el demandante cuenta con 

una pérdida de la capacidad laboral del 50.94%, calificación que supera el mínimo exigido por el artículo 

3º numeral 3.5 de la Ley 923 de 2004 y que le da el derecho al reconocimiento de la pensión de invalidez.  

 

                                                           
7 Índice ibidem. 
8 Índice ibidem.  
9 Índice ibídem. 
10 Índice ibidem.  
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3.3.2. Parte Demandada: 

 

3.3.2.1. Nación- Ministerio de Defensa- Ejército Nacional11. 

 

Reiteró los argumentos de defensa esbozados en el escrito de contestación de la demanda, precisando 

que, de acuerdo al material probatorio obrante en la actuación, el demandante tiene un índice de 

disminución de la capacidad laboral del 50.94% sin surtir los protocolos de las autoridades de sanidad 

militar, requiriéndose para la pensión, si es por la Ley 100 de 1993 más del 50% o, si es por régimen de 

las Fuerzas Militares, un índice de lesión superior al 75%.  

 

 

IV. CONSIDERACIONES 

 

Sin manifestaciones que efectuar respecto a los presupuestos procesales de jurisdicción y competencia 

analizados en el auto admisorio de la demanda, y dado que de conformidad con lo previsto en el artículo 

207 del C.P.A. y de lo C.A., en el desarrollo de las etapas procesales se ejerció un control de legalidad, 

sin presentarse manifestación alguna por las partes u observarse por el despacho vicios procesales que 

acarreen la nulidad del proceso, se procede a decidir el presente asunto.  

 

4.1. PROBLEMA JURÍDICO 

 

Se deberá establecer, si el demandante tiene derecho al reconocimiento de la pensión por sanidad o 

invalidez por disminución y/o pérdida de la capacidad laboral y/o al ajuste de la indemnización de retiro, 

o si por el contrario, el acto administrativo que negó dicho reconocimiento se encuentra ajustado a 

derecho. 

 

4.2. ACTO ADMINISTRATIVO DEMANDADO 

 

Resolución No. 2390 del 23 de junio de 2017, mediante la cual, el Ejército Nacional negó al demandante 

el reconocimiento y pago de suma alguna por concepto de pensión de invalidez.  

 

4.3. MARCO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL PARA RESOLVER EL PROBLEMA JURÍDICO 

 

4.3.1. De la pensión de invalidez en el régimen de seguridad social especial previsto para los 

integrantes de la Fuerza Pública 

 

En lo relacionado con el estado y la capacidad psicofísica de los miembros de la Fuerza Pública debe 

decirse que, los Decretos 2728 de 1968, 1836 de 1979, 094 de 1989, 1796 de 2000 y 4433 de 2004 se 

han ocupado al detalle de estos aspectos, precisando los procedimientos médico científicos a través de 

los cuales se verifica su capacidad laboral, el origen de la incapacidad, el porcentaje de pérdida de aquélla 

y las prestaciones económicas que eventualmente hay lugar a reconocer. 

  

Por su parte, el Decreto 094 de 198912 regulaba la capacidad sicofísica, incapacidades, invalideces e 

indemnizaciones del personal de Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, 

Soldados, Grumetes, Agentes, Alumnos de las Escuelas de Formación y personal civil del Ministerio de 

                                                           
11 Índice ibidem.   
12 Por el cual se reforma el estatuto de la capacidad sicofísica, incapacidades, invalideces e indemnizaciones del personal de Oficiales y Suboficiales de las 
Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, Soldados, Grumetes, Agentes, Alumnos de las Escuelas de Formación y personal civil del Ministerio de Defensa y la 
Policía Nacional 
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Defensa Nacional y la Policía Nacional. En cuanto a la falta de aptitud, el inciso 3 del artículo 3 ídem 

preceptuaba que “Será calificado no apto el que presente alguna alteración sicofísica, que no le permita 

desarrollar normal y eficientemente la actividad militar, policial o civil correspondiente a su cargo, empleo 

o funciones”.  

 

Ahora bien, como resultado de la desvinculación del servicio el decreto en comento, establecía la 

obligación de realizar el examen de capacidad psicofísica en todos los casos, el cual “tiene carácter de 

definitivo para los efectos legales correspondientes” (inciso 3 artículo 4 ídem), y cuya importancia, de 

acuerdo a la jurisprudencia, radica en los derechos prestacionales derivados del estado de salud del 

miembro de la Fuerza Pública. En efecto, el artículo 8 reguló el examen de retiro en los siguientes términos:  

 

ñArt²culo 8Ü EXAMENES PARA RETIRO. Los exámenes médico-laborales y tratamientos que se 

deriven del examen de capacidad sicofísica para retiro, así como la correspondiente Junta Médico-

Laboral Militar o de Policía, deben observar completa continuidad, desde su comienzo hasta su 

terminación. Su interrupción por parte del interesado, sin causa justificada y por un término mayor de 

treinta (30) días se considera como renuncia a tales exámenes y perderá por lo tanto los derechos 

originados por razón de las lesiones o enfermedades, relacionadas en este procedimiento.  

   

Para hacer efectivo el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, en las Direcciones de 

Sanidad de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, se llevará un riguroso control sobre el proceso 

de los exámenes de la capacidad sicofísica para retiro y de las correspondientes Juntas Médico-

Laborales, exigiendo a los interesados las presentaciones periódicas que se estimen necesarias”.  

 

Así pues, la disminución de la capacidad laboral del integrante de la fuerza pública da lugar al 

reconocimiento de diversas prestaciones, entre ellas, la pensión de invalidez regulada en el artículo 90 del 

Decreto 094 de 1989, para el caso de los soldados cuando sufrieran una pérdida igual o superior al 75% 

de su capacidad psicofísica, así:  

 

ñArtículo 90. PENSIÓN DE INVALIDEZ DEL PERSONAL DE SOLDADOS Y GRUMETES. A partir de 

la vigencia del presente Decreto, cuando el personal de Soldados y Grumetes de las Fuerzas Militares 

adquiera una incapacidad durante el servicio que implique una pérdida igual o superior al 75% de su 

capacidad sicofísica tendrá derecho mientras subsista la incapacidad, a una pensión mensual 

pagadera por el Tesoro Público y liquidada así:  

   

a) El 75% del sueldo básico de un Cabo Segundo o su equivalente, cuando el índice de lesión fijado 

determine una disminución de la capacidad sicofísica del 75% y no alcance al 95%.  

   

b) El 100% del sueldo básico de un Cabo Segundo o su equivalente, cuando el índice de lesión fijado 

determine una disminución de la capacidad sicofísica igual o superior al 95%”.  

 

A su turno, el Decreto 1796 de 200013 en su artículo 39, establecía la prestación pensional por invalidez 

para el personal vinculado al servicio militar obligatorio y para los soldados profesionales, siempre que 

sufrieron una pérdida del 75% o más de su capacidad psicofísica durante el servicio, indicando en su 

artículo 39, lo siguiente:  

 

                                                           
13 Vigente al momento en que el accionante experimentó las lesiones que hoy aduce como causa eficiente de la pérdida de su 

capacidad laboral.               
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 “ARTÍCULO 39. LIQUIDACIÓN DE PENSIÓN DE INVALIDEZ DEL PERSONAL VINCULADO 

PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO Y PARA LOS SOLDADOS 

PROFESIONALES. Cuando el personal de que trata el presente artículo adquiera una incapacidad 

durante el servicio que implique una pérdida igual o superior al 75% de su capacidad laboral, tendrá 

derecho mientras subsista la incapacidad, a una pensión mensual valorada y definida de acuerdo 

con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional para el efecto, y liquidada como a 

continuación se señala: 

a. El setenta y cinco por ciento (75%), del salario que se señala en el parágrafo 1o del presente 

artículo, cuando la disminución de la capacidad laboral sea igual o superior al setenta y cinco por 

ciento (75%) y no alcance el ochenta y cinco por ciento (85%). 

b. El ochenta y cinco por ciento (85%) del salario que se señala en el parágrafo 1o del presente 

artículo, cuando la disminución de la capacidad laboral sea igual o superior al ochenta y cinco por 

ciento (85%) y no alcance el noventa y cinco por ciento (95%). 

c. El noventa y cinco por ciento (95%), del salario que se señala en el parágrafo 1o del presente 

artículo, cuando la disminución de la capacidad laboral sea igual o superior al noventa y cinco por 

ciento (95%). 

PARAGRAFO 1o. La base de liquidación de la pensión del personal vinculado para la prestación del 

servicio militar obligatorio será el sueldo básico de un cabo tercero o su equivalente en la Policía 

Nacional. 

PARAGRAFO 2o. Para los soldados profesionales, la base de liquidación será igual a la base de 

cotización establecida en el Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de Soldados Profesionales. 

PARAGRAFO 3o. Cuando el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral no sea igual o superior 

al 75% no se generará derecho a pensión de invalidez”.  

 

En consonancia con lo expuesto, se advierte que el artículo 24 del Decreto 1796 de 2000 establecía que, 

las circunstancias de modo, tiempo y lugar en las que se registraban las lesiones de los miembros de la 

Fuerza Pública se podían calificar como: i) en el servicio pero no por causa y razón del mismo, es decir, 

enfermedad y/o accidente común; ii) en el servicio por causa y razón del mismo, es decir, enfermedad 

profesional y/o accidente de trabajo; iii) en el servicio como consecuencia del combate o en accidente 

relacionado con el mismo, o por acción directa del enemigo y, iv) en actos realizados contra la ley, el 

reglamento o la orden de un superior.    

 

En estos términos resulta evidente que, en los casos en los que un miembro de la Fuerza Pública 

experimente una disminución de su capacidad laboral en servicio surge el derecho a percibir la prestación 

pensional derivada de un estado de invalidez, porque el Estado tiene la obligación constitucional y legal 

de proteger a todos los residentes del país en su vida y hora14, lo que cobra una especial relevancia en el 

caso de quienes prestan sus servicios en defensa de la soberanía nacional y como garantes de los 

derechos y libertades públicas15. 

 

Posteriormente, el legislador expidió la Ley 923 de 2004, mediante la cual, se señalaron las normas, 

objetivos y criterios que debería observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen pensional y de 

asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública.  

                                                           
14 “ARTÍCULO   2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos 

y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 

cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás 

derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.”. 
15 Este marco conceptual se encuentra en la sentencia del 28 de octubre de 2016, Sección Segunda, Subsección B, Radicado 25000-23-25-000-2012-01112-
01 (0856-2014). C.P. César Palomino Cortés. 
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Como consecuencia de las disposiciones contenidas en la Ley 923 de 2004, se expidió el Decreto 

Reglamentario 4433 de 2004, el cual en su artículo 30 consignó los requisitos específicos que deben 

cumplir los miembros de las Fuerzas Militares y de Policía para acceder a la pensión de invalidez así:  

 

“(…) ARTÍCULO 30. Reconocimiento y liquidación de la pensión de invalidez. Cuando mediante 

Junta Médico Laboral o Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, al personal de 

Oficiales, Suboficiales, Soldados Profesionales y personal vinculado para la prestación del servicio 

militar obligatorio de las Fuerzas Militares, y de Oficiales, Suboficiales, miembros del Nivel Ejecutivo, 

Agentes y personal vinculado para la prestación del servicio militar obligatorio de la Policía Nacional 

se les determine una disminución de la capacidad laboral igual o superior al setenta y cinco por 

ciento (75%) ocurrida en servicio activo, tendrán derecho a partir de la fecha del retiro o del 

vencimiento de los tres meses de alta cuando se compute como tiempo de servicio, mientras 

subsista la incapacidad, a que el Tesoro Público les pague una pensión mensual, que será 

reconocida por el Ministerio de Defensa Nacional o por la Dirección General de la Policía Nacional, 

según el caso, liquidada de conformidad con los porcentajes que a continuación se señalan, con 

fundamento en las partidas computables que correspondan según lo previsto en el presente decreto 

(…)”  

 

El Decreto 4433 del 2004 contempló, en sus artículos 30 y 33, dos hipótesis respecto de este tipo de 

pensión, en las que se exige un 75% de pérdida de la capacidad laboral, siempre que la afectación haya 

ocurrido durante el servicio, sin especificar que debiera ser por causa y razón de este. La principal 

diferencia entre el uno y el otro, además de la liquidación del monto en algunos casos, es el personal al 

que se encuentran dirigidas, puesto que el artículo 30 cobija a Oficiales, Suboficiales, Soldados 

Profesionales y personal vinculado para la prestación del servicio militar obligatorio de las Fuerzas 

Militares, y a Oficiales, Suboficiales, miembros del Nivel Ejecutivo, Agentes y personal vinculado para la 

prestación del servicio militar obligatorio de la Policía Nacional; mientras que la del artículo 33 ampara a 

los Alumnos de las Escuelas de Formación de Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares, y de 

Oficiales y miembros del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional. 

 

Así las cosas, a efectos de lograr el reconocimiento pensional aludido no solo era menester que el afectado 

presentara una pérdida de la capacidad superior al porcentaje mencionado en párrafos anteriores sino que 

además, las lesiones o la incapacidad debió ser causada en servicio activo y con ocasión del mismo; y si 

bien el artículo 6 de la Ley 923 del 2004 consagró el reconocimiento prestacional referido originado en 

misión del servicio en simple actividad, solo aplicaba para situaciones consolidadas a partir del 7 de agosto 

de 2002.  

 

El referido artículo 30 fue declarado nulo por el H. Consejo de Estado en sentencia del 28 de febrero de 

2013 al considerar que el Gobierno Nacional excedió la facultad de regulación que le otorgó el legislador 

en la Ley 923 del 2004. Al respecto, señaló:  

 

“(…) Como puede observarse, si por Ministerio de la ley no existe el derecho al reconocimiento y 

liquidación de la pensión de invalidez, cuando la disminución de la capacidad laboral sea inferior al 50%; 

a contrario sensu, cuando tal disminución sea igual o superior a este porcentaje, surge el derecho a la 

obtención y reconocimiento de la misma. De tal manera que, si esa fue la decisión del legislador, ella 

no puede ser variada sino por la propia ley, sin el desconocimiento de los derechos adquiridos y, en tal 

virtud, no puede predicarse la validez de una norma que, en desarrollo de los dispuesto en una Ley 

Marco, señale en detrimento de sus beneficiarios, requisitos superiores a los establecidos por esa ley.  

 

(…)  
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Por tanto, el artículo 30 del Decreto 4433 de 2004 adolece de un vicio insubsanable de nulidad, pues 

fue expedido por el Presidente de la República fuera de la órbita competencial que expresamente le 

señaló el Congreso de la República en la Ley 923 de 2004, artículo 3° numeral 3.5 y, por consiguiente, 

resulta contrario a derecho y carente de validez (…)”   

 

Finalmente, se expidió el Decreto Reglamentario 1157 de 2014, a través del cual se consignaron 

nuevamente los requisitos para que los miembros de las Fuerzas Militares y de Policía accedan a la 

pensión de invalidez. En esta oportunidad se estableció que con un porcentaje de pérdida de capacidad 

laboral igual o superior al 50%, los miembros de las Fuerzas Militares y de Policía podrán ser acreedores 

del derecho a la pensión de invalidez, así:  

 

“(…) ARTÍCULO 2. RECONOCIMIENTO Y LIQUIDACIÓN DE LA PENSIÓN DE INVALIDEZ. Cuando 

mediante Acta de Junta Médico-Laboral y/o Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, 

realizada por los organismos médico laborales militares y de policía, se determine al Personal de 

Oficiales, Suboficiales, Soldados Profesionales y personal vinculado para la prestación del servicio 

militar obligatorio de las Fuerzas Militares y Oficiales, Suboficiales, miembros del Nivel Ejecutivo, 

Agentes y personal vinculado para la prestación del servicio militar obligatorio de la Policía Nacional, 

una disminución de la capacidad laboral igual o superior al cincuenta por ciento (50%) ocurrida en 

servicio activo, tendrán derecho a partir de la fecha del retiro o del vencimiento de los tres meses de 

alta cuando se compute como tiempo de servicio, mientras subsista la incapacidad, a que el Tesoro 

Público, les pague una pensión mensual, que será reconocida por el Ministerio de Defensa Nacional 

o por la Dirección General de la Policía Nacional, según el caso, liquidada de conformidad con los 

porcentajes que a continuación se señalan, con fundamento en las partidas computables que 

correspondan, según lo previsto en los Decretos 4433 de 2004 y 1858 de 2012 (…)”.  

 

Esta nueva normativa, que rige a partir del 24 de junio de 2014, estableció la pensión de invalidez para los 

miembros de la fuerza pública y, entre ellos, a los miembros que prestaran el servicio militar, cuando por 

las autoridades médico-laborales propias se les determine una pérdida de su capacidad laboral igual o 

superior al 50%. 

 

4.3.2. Del derecho a una nueva valoración médica para los integrantes de la Fuerza Pública 

 

La seguridad social regulada en el artículo 48 de la Constitución Política, constituye un derecho 

irrenunciable para todos los habitantes del país y es un servicio público obligatorio que se debe prestar 

bajo la dirección, control y coordinación del Estado, según los principios de eficiencia, universalidad y 

solidaridad.  

 

Con el objeto de garantizar este servicio el legislador contempló el Sistema General de Seguridad Social 

previsto en la Ley 100 de 1993 y los regímenes especiales para responder a las necesidades de grupos 

determinados de personas, como es el caso los miembros de la Fuerza Pública. 

 

No obstante, aunque los integrantes de la Fuerza Pública tengan un régimen especial, también son 

beneficiarios de los postulados constitucionales sobre el derecho a la seguridad social. En este sentido, la 

Corte Constitucional afirmó en la sentencia T-530 de 2014  que la calificación por pérdida de la capacidad 

sicofísica es un derecho de quienes pertenecen al régimen de la Fuerza Pública, que garantiza la 

protección del derecho fundamental al mínimo vital, resaltando que la determinación del origen y del 

porcentaje de aquélla son pilares fundamentales de cara al reconocimiento de las prestaciones 

asistenciales o económicas, y que por estos motivos se exige que los dictámenes sean debidamente 



RADICADO Nº: 73001-33-33-007-2019-00280-00 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: LUÍS FERNANDO PACHECO HERNÁNDEZ 
DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA- EJÉRCITO NACIONAL. 
Sentencia de Primera Instancia 
____________________________________________________________________________________________ 
 

 

motivados y deban basarse en un diagnóstico integral del estado de salud. Al respecto, dijo la Corte en la 

referida sentencia16: 

“4.5. De acuerdo con lo establecido en los Decretos 1836 de 1979, 094 de 1989 y 1796 de 2000, por 

medio de los cuales se ha regulado la evaluación de la capacidad sicofísica para el personal de la 

Fuerza Pública así como su disminución, la determinación tanto del origen como del porcentaje de 

pérdida de dicha capacidad constituye uno de los presupuestos más importantes para establecer si 

una persona tiene derecho al reconocimiento de determinadas prestaciones, sean éstas de 

naturaleza asistencial o económica.17 

 

En otras palabras, la calificación por pérdida de la capacidad sicofísica detenta una verdadera función 

prestacional ius fundamental, puesto que, desde una visión constitucional, es un derecho de quienes 

pertenecen al régimen de la Fuerza Pública, inescindible a determinadas prestaciones del mismo y 

que cobra especial relevancia al convertirse en el medio para acceder a la garantía y protección de 

otros derechos fundamentales como el mínimo vital. 

 

Precisamente, con el fin de hacer efectivas dichas garantías, esta Corporación ha manifestado que 

los dictámenes de pérdida de capacidad laboral deben obedecer a unos parámetros mínimos, esto 

es, que “deben ser motivados, en el sentido de manifestar las razones que justifican en forma técnico-

científica la decisión, las cuales deben tener pleno sustento probatorio y basarse en un diagnóstico 

integral del estado de salud.”18 (Resaltado fuera del original)”. 

  

Respecto de la posibilidad de una nueva valoración médica ante patologías crónicas cuyo origen se dio en 

la vigencia de la relación laboral para quienes no fueron pensionados por invalidez por la Fuerza Pública, 

la Corte Constitucional en la sentencia T - 530 de 2014 reiteró las reglas que ya había expuesto en la 

providencia T - 493 de 2004, a saber: “(i) que exista una conexión objetiva entre el examen solicitado y 

una condición patológica atribuible al servicio; (ii) dicha condición recae sobre una patología susceptible 

de evolucionar progresivamente; y (iii) si la misma se refiere a un nuevo desarrollo no previsto en el 

momento del retiro”. 

 

Posteriormente, la sentencia T - 507 de 2015 consagró el deber de las Fuerzas Militares de ofrecer atención 

diagnóstica al personal retirado que no tuvo derecho al reconocimiento de la pensión de invalidez, pero 

que sufría de patologías con un desarrollo incierto y progresivo. En este sentido, afirmó que si después de 

“la calificación se encuentran elementos objetivos que evidencien la existencia de una condición patológica 

atribuible al servicio, que no fue tenida en cuenta en el momento de la evaluación que dio lugar al retiro, o 

su progresión, hay lugar a practicar un nuevo examen médico”19. 

  

 

4.3.3. El valor probatorio de los dictámenes de Invalidez para los miembros de la Fuerza Pública.  

 

                                                           
16 M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez  
17 La determinación del porcentaje de pérdida de capacidad sicofísica guarda estrecha relación con el nivel de gravedad de cada incapacidad. Al respecto 

pueden revisarse los artículos 8 del Decreto 1836 de 1979 y 15 del Decreto 094 de 1989, los cuales clasifican las incapacidades e invalideces así: 

“a) Incapacidad relativa y temporal.  Es la determinada por las lesiones o afecciones que disminuyen parcialmente la capacidad sicofísica y de trabajo de la 

persona y que mediante el tratamiento médico, quirúrgico o por las solas defensas del organismo obtenga su recuperación total.// b) Incapacidad absoluta y 

temporal. Es la determinada por las lesiones o afecciones que suprimen transitoriamente la capacidad sicofísica y de trabajo de la persona y que mediante 

tratamiento médico, quirúrgico o por las solas defensas del organismo, logren su recuperación total.// c) Incapacidad relativa y permanente.  Es la determinada 

por lesiones o afecciones que disminuyen parcialmente la capacidad sicofísica y de trabajo de la persona sin ser susceptibles de recuperación por ningún 

medio.// d) Incapacidad absoluta y permanente o invalidez. Es el estado proveniente de lesiones o afecciones patológicas, no susceptibles de recuperación por 

medio alguno, que incapacitan en forma total a la persona para ejercer toda clase de trabajo. Cuando el inválido no pueda moverse, conducirse o efectuar los 

actos esenciales de la existencia, sin la ayuda permanente de otra persona, se le denomina gran invalidez.” 

18 Sentencia T-798 de 2011 

19 M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado  
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El Decreto 094 de 1989 dispone que la capacidad sicofísica del personal de la Fuerza Pública debe ser 

determinada por las autoridades médico militares y de Policía, entre ellas la Junta Médico Laboral Militar 

o de Policía, cuya finalidad es “llegar a un diagnóstico positivo, clasificar las lesiones y secuelas valorar la 

disminución de la capacidad laboral para el servicio y fijar los correspondientes índices para fines de 

indemnizaciones cuando a ello hubiere lugar”. Igualmente, dispone el decreto en cita que las Juntas deben 

“estar fundamentadas en la ficha de aptitud sicofísica, ordenada para tal efecto, el examen clínico general 

correctamente ejecutado, los antecedentes remotos o próximos, diagnósticos, evolución o tratamiento y pronóstico 

de las lesiones o afecciones basados en concepto escritos de especialistas” (art. 21).  

 

En el mismo sentido, el Decreto 1796 de 2000 prevé que la Junta Médico Laboral Militar o de Policía y el 

Tribunal de Revisión Militar y de Policía, son las autoridades competentes para establecer la disminución 

de la capacidad sicofísica y calificar la enfermedad como de origen profesional o común 

 

El  Honorable Consejo de Estado ha otorgado valor probatorio a los dictámenes de las Juntas Regionales 

de Calificación de Invalidez, decretados en el curso de los procesos instaurados por miembros de la Fuerza 

Pública, para que obre en el proceso un informe técnico por parte del médico legista sobre la incapacidad 

laboral. Por consiguiente, se evidencia que las autoridades judiciales pueden otorgar valor probatorio a las 

actas de las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez, aunque el interesado pertenezca al régimen 

especial de la Fuerza Pública, caso en el cual el dictamen deberá valorarse como prueba pericial en 

conjunto con el acervo probatorio y acorde con las reglas de la sana crítica.  

 

En lo que concierne a la prueba pericial, el Código General del Proceso prescribe que es procedente para 

verificar hechos que interesen al proceso y requieran especiales conocimientos científicos, técnicos o 

artísticos20; y que “El juez apreciará el dictamen de acuerdo con las reglas de la sana crítica, teniendo en cuenta 

la solidez, claridad, exhaustividad, precisión y calidad de sus fundamentos, la idoneidad del perito y su 

comportamiento en la audiencia, y las demás pruebas que obren en el proceso.”21  

 

4.4. DE LA SOLUCIÓN AL PROBLEMA JURÍDICO PLANTEADO 

 

A través del sub lite, la parte demandante pretende que se ordene a la Entidad demandada reconocer y 

pagar al señor LUÍS FERNANDO PACHECO HERNÁNDEZ pensión de invalidez con fundamento en el 

porcentaje de pérdida de la capacidad laboral que le fuera dictaminado por el médico cirujano especialista 

en salud ocupacional y administración de salud y de seguridad social Dr. Enrique Ayala Pérez el día 14 

de abril de 2016. 

 

Así las cosas, de conformidad con la hoja de servicios No. 3-1102801377 del 07 de octubre de 2010, se 

encuentra plenamente acreditado que el señor Luís Fernando Pacheco Hernández se vinculó al Ejército 

Nacional a partir del 11 de enero de 2005 como soldado regular, y fue dado de baja por solicitud propia 

el día 05 de octubre de 2010, para un tiempo de servicios de 3 años y 9 meses.  

 

Igualmente se advierte, que el día 14 de abril de 2016, el señor Pacheco Hernández es valorado por el 

Dr. Enrique Ayala Pérez, médico cirujano especialista en salud ocupacional y administración de salud y 

de seguridad social, quien determina que el señor LUÍS FERNANDO PACHECO HERNÁNDEZ presenta 

una discapacidad del 50.94% imputable al servicio, así: 

 

“(…) 

 

                                                           
20 Artículo 226 
21 Artículo 232  
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6- DIAGNOSTICO. 

 

6-a- Alteración funcional por trauma de ambas rodillas con fracturas no tratadas oportunamente y 

lesiones de ligamentos sin correcciones. 

 

6-b- Hipoacusia neurosensorial oído izquierdo de moderada a profunda. 

 

6-c- Estrés postraumático y estado depresivo grave.   

 

7- EVALUACION DE LA DISMINUCIÓN DE SU CAPACIDA LABORAL. 

 

FECHA 

ESTRUCTURACION 

PATOLOGIA NUMERAL ÍNDICE DE 

LA LESIÓN 

DL 

TABLA 

DLT 

% 

2009- 25 AÑOS Alteración de la función de dos 

rodillas ordinal B. 

1-190 10 29 29 

2011- 27 AÑOS Hipoacusia Neurosensorial Oído 

Izquierdo 70 DB 

6-036 8 21.5 15.26 

2014- 30 AÑOS Estado Depresivo Grave 3-040 5 12 6.65 

TOTAL DISCAPACIDAD    50.94% 

 

8- CONCLUSIONES 

 

8-a. ORIGEN DE LA ENFERMEDAD: Traumatismo en rodillas en acción de patrullaje en el año 2009. 

 

8-b. IMPUTABILIDAD DEL SERVICIO: Informe administrativo del batallón contra guerrilla No. 82 de 8-

01- 2010 sobre accidente profesional LUIS FERNANDO PACHECO, HECHOS OCURRIDOS 05-01-

2010, en acciones de patrullaje cayéndose en abismo de aproximadamente 12 metros, manifestando 

mucho dolor en rodilla derecha. Dentro del servicio por causa y razón del mismo. 

 

(…)” 

 

Seguidamente, a través de Resolución No. 2390 del 23 de junio de 2017, la Entidad demandada declaró 

que no había lugar al reconocimiento y pago de suma alguna por concepto de pensión de invalidez, por 

cuanto el Dictamen Médico de fecha 14 de abril de 2016 no sería tenido en cuenta por no haber sido 

realizado por los organismos médico laborales.  

  

Ahora bien, en el presente caso, la Junta Médica Laboral de la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, 

a través del Acta No. 114723 del 05 de diciembre de 201922, determinó que el demandante presentó una 

incapacidad permanente parcial, no apto para el servicio militar, con una disminución de la capacidad 

laboral del 25.9%, así:  

 

(…) 

 

B. Clasificación de las lesiones o afecciones y calificación de capacidad psicofísica para el 

servicio.  

 

INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL 

NO APTO- PARA ACTIVIDAD MILITAR, ESTA JUNTA NO SE PRONUNCIA FRENTE A LA 

REUBICACION POR TRATARSE DE UN RETIRO. 

                                                           
22 Archivo 83_ED_008EXPEDIENTEPRESTAC del índice 97 del Sistema de Gestión Judicial SAMAI. 
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C. Evaluación de la disminución de la capacidad laboral. 

 

LE PRODUCE UNA DISMINUCIÓN DE LA CAPACIDAD LABORAL DE VEINTICINCO PUNTO 

NUEVE POR CIENTO (25.9%). 

 

D. Imputabilidad del Servicio. 

 

AFECCION-1 SE CONSIDERA ENFERMEDAD COMUN, LITERAL (A)(EC) AFECCION -2 SE 

CONSIDERA ENFERMEDAD PROFESIONAL, LITERAL (B) (EP) AFECCION- 3 SE CONSIDERA 

ENFERMEDAD COMUN, LITERAL (A)(EC) AFECCION- 4 SE CONSIDERA ENFERMEDAD 

PROFESIONAL, LITERAL (B)(EP) AFECCION- 5 SE CONSIDERA ENFERMEDAD COMUN, 

LITERAL (A)(EC) AFECCION -6 SE CONSIDERA ENFERMEDAD COMUN, LITERAL (A)(EC) 

AFECCION -7 SE CONSIDERA ENFERMEDAD COMÚN, LITERAL (A)(EC) AFECCION- 8 SE 

CONSIDERA ENFERMEDAD COMÚN, LITERAL(A)(EC). 

 

(é)ò 

 

En virtud de lo expuesto, sea lo primero señalar, que de conformidad con la nutrida jurisprudencia del 

Honorable Consejo de Estado, el dictamen emitido por el Dr. Enrique Ayala Pérez, médico cirujano 

especialista en salud ocupacional y administración de salud y de seguridad social, el cual fue incorporado 

a la presente actuación como informe técnico deberá ser valorado en conjunto con las demás pruebas y 

de forma razonada de acuerdo con las reglas de la sana crítica, esto es, con arreglo a los principios de 

la lógica y a las máximas de la experiencia. Además, debe tenerse en cuenta la solidez, claridad, 

exhaustividad, precisión y calidad de sus fundamentos, así como la idoneidad de quien suscribe el 

documento. 

 

Así las cosas, debe decir el Despacho, que al evaluar el dictamen pericial elaborado por Dr. Enrique 

Ayala Pérez, con fundamento en los principios de la sana crítica y las reglas de la experiencia, se anticipa 

como conclusión que no logra desvirtuar el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral establecido 

posteriormente por la Junta Médica Laboral del Ejército Nacional. 

 

Advierte el Despacho, que el dictamen realizado por el Dr. Enrique Ayala Pérez, no goza de la solidez, 

claridad, exhaustividad, precisión y claridad de sus fundamentos que permita determinar las razones del 

porcentaje de pérdida de capacidad laboral que asigna al demandante y aún menos que las mismas sean 

en razón o por causa del servicio, máxime cuando al menos dos de las patologías analizadas tienen 

fecha de estructuración posterior al retiro del servicio. 

 

De igual forma, se observa que el dictamen realizado por el Dr. Enrique Ayala Pérez, no cumple con los 

parámetros mínimos que le permitan a este Despacho tener probado el aumento de la pérdida de la 

capacidad laboral, en un porcentaje superior al establecido por las autoridades médicas militares. Lo 

anterior dado a que no se encuentra debidamente motivado, en el sentido de manifestar las razones de 

orden técnico y científico que sustenten cuál es el diagnóstico integral del estado de salud del señor 

Pacheco Hernández.  

 

En este sentido, el informe técnico de pérdida de capacidad laboral elaborado por el Dr. Enrique Ayala 

Pérez, no logra desestimar la evaluación de la pérdida de la capacidad laboral determinada por la Junta 

Médica Laboral del Ejército Nacional.  
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Bajo este entendido, encontrándose acreditado que el demandante no presenta una disminución de la 

capacidad laboral igual o superior al 50% ocurrida en servicio activo, el Despacho denegará la pretensión 

relativa al reconocimiento y pago de la pensión de invalidez.  

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Séptimo Administrativo de Oralidad del Circuito de Ibagué, 

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: NEGAR LAS PRETENSIONES de la demanda, por las razones esgrimidas en este proveído.  

 

SEGUNDO: Condenar en costas en esta instancia al demandante. Por secretaría procédase a su 

liquidación, para ello se fijan como agencias en derecho a favor de la NACIÓN – MINISTERIO DE 

DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL, el equivalente al cuatro por ciento (4%) del valor de las pretensiones 

de la demanda, en partes iguales, conforme a lo dispuesto en el Acuerdo PSAA16-10554 del 5 de agosto 

de 2016, expedido por el Consejo Superior de la Judicatura.  

 

TERCERO: ORDENAR se efectúe la devolución de los dineros consignados por la parte demandante por 

concepto de gastos del proceso, si los hubiere, lo cual deberá realizarse por la Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial, acorde con lo establecido en la Circular DEAJC19-43 del 11 de junio de 2019, y 

los lineamientos establecidos para tal fin.  

 

CUARTO: Háganse las anotaciones pertinentes en el Sistema de Gestión Judicial Samai y, una vez en 

firme, archívese el expediente. 

NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE 

 

 
INÉS ADRIANA SÁNCHEZ LEAL 

Juez 


